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de Bogotá y T.P. de abogado No. 111.900 del CSJ, actuando como apoderada de Francy Lilibeth 
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Cordialmente, 
 
CLAUDIA PATRICIA CORREAL MELO 
C.C. No. 52.197.393  de Bogotá 
T.P. No. 111.900 CSJ 
terrajuridicos@gmail.com 
tel 3138655946 



Señores: 

Juzgado 01 Promiscuo Municipal de Tibú (Norte de Santander) 

E.  S.  D. 

REF:  

Proceso de Declaración de Pertenencia por Prescripción Extraordinaria 

Adquisitiva de Dominio. 

Radicado No. 54-810-4089-001-2022-00036-00 

Demandante: Luis Alberto Andrade Luna 

Demandados: Francy Lilibeth Andrade Basto y otros. 

 

CLAUDIA PATRICIA CORREAL MELO, identificada con la cédula de ciudadanía 

No. 52.197.393 de Bogotá y T.P. de abogado No. 111.900 del CSJ, actuando como 

apoderada de Francy Lilibeth Andrade Basto, quien se identifica con cédula de 

ciudadanía número 60.397.791, en su calidad de demandada, con el acostumbrado 

respeto me dirijo a este despacho a fin de proponer NULIDAD en el proceso de la 

referencia, conforme al siguiente orden: 

 

I.- ANTECEDENTES 

1. El señor Luis Alberto Andrade Luna, con fundamento en lo dispuesto en la Ley 

1561 de 20121, instauró demanda de declaración de pertenencia por prescripción 

extraordinaria adquisitiva de dominio, en contra de Francy Lilibeth Andrade Basto 

y otros, con el fin de adquirir la propiedad del predio denominado “La Arabia”, 

ubicado en el municipio de Tibú, departamento de Norte de Santander, identificado 

con el folio de matrícula inmobiliaria No. 260-5162. 

2. Pese a que desconozco el texto de la demanda, es claro que el demandante omitió 

informarle al despacho que actualmente se surte ante la Unidad Administrativa 

Especial de Gestión de Restitución de Tierras, solicitud de Inscripción en el Registro 

de Tierras Despojadas sobre el predio La Arabia, pues fue el mismo señor LUIS 

ALBERTO ANDRADE LUNA, quien se presentó el 14 de octubre de 2020 ante dicha 

entidad, requeriendo su inscripción en el registro en calidad de víctima del conflicto 

armado, trámite que cuenta con Resolución de Inicio Formal de Estudio, mediante 

la RN 02189 del 20 de octubre de 2021, es decir, antes de la presentación de la 

demanda. Esta situación conlleva al incumplimiento de lo estipulado en el artículo 

 
1 Por la cual se establece un proceso verbal especial para otorgar títulos de propiedad al poseedor 

material de bienes inmuebles urbanos y rurales de pequeña entidad económica, sanear la falsa 

tradición y se dictan otras disposiciones. 



10 de la Ley 1561 de 20122, respecto de la manifestación que se entiende bajo la 

gravedad de juramento. (se anexa formulario de solicitud). 

3. Así mismo, mi procurada y su señora madre Helena Basto, en su calidad de 

víctimas del conflicto armado presentaron solicitud de restitución sobre el mismo 

predio en agosto de 2019, por hechos sucedidos con anterioridad a los alegados por 

el aquí demandante, procedimiento que se encuentra vigente, con Resolución de 

Inicio de Estudio Formal, tal y como lo acredita la Unidad de Restitución de Tierras, 

mediante oficio con radicado DTNC2-202206572 (se anexa a la presente). 

4. El predio La Arabia, desde el año 2005 cuenta con la protección decretada por 

parte del Comité Departamental de Cúcuta, consistente en declaratoria de zonas de 

inminencia de riesgo de desplazamiento forzado, de conformidad con lo dispuesto 

en el Decreto 2007 de 2001, el cual reglamentó la Ley 387 de 1997, situación inscrita 

en el folio de matrícula inmobiliaria. 

3.  No obstante de que la ley 1561 de 2012 determina en su numeral 6 los requisitos 

para que procedan las pretensiones de la demanda, entre otros, que no se adelante 

proceso de restitución de tierras, o que no se encuentre incluido en el RUPTA3, pues 

son causales de exclusión que conllevan a su rechazo4, el despacho mediante Auto 

del 3 de marzo de 2022 decidió admitirla. 

4. En dicha providencia, entre otras  órdenes, se determinó  el emplazamiento de mi 

procurada5, así como, el requerimiento a la UNIDAD DE RESTITUCION DE 

TIERRAS DESPOJADAS Y ABANDONADAS FORZOSAMENTE, Norte de 

Santander para que esta informase si respecto del predio que se pretendía usucapir  

“se encuentra incluido en el trámite de registro de Tierras Despojadas y Abandonadas 

Forzosamente, de la Unidad de Restitución de Tierras”6. (destacado es mío). 

 
2 “Artículo 10. Requisitos de la demanda. La demanda deberá cumplir los requisitos previstos en el estatuto 

general de procedimiento vigente. 

Adicionalmente, el demandante deberá manifestar en la demanda que: 

a) El bien sometido a este proceso no se encuentra en las circunstancias de exclusión previstas en los numerales 

1, 3, 4, 5, 6, 7 y 8 del artículo 6° de la presente ley; 

(…) 

Las declaraciones hechas por el demandante de los literales a) y b) de este artículo se entenderán realizadas bajo 

la gravedad de juramento.” 
 
3 Registro Único de Tierras Despojadas y Abandonadas Forzosamente  de que trata la Ley 387 de 

1997. 
4 Artículo 13 Ley 1561 de 2012 
5 Numeral 5 de la providencia 
6 Numeral 10 ibídem 



5. Mi procurada no pudo hacerse parte en el proceso, teniendo en cuenta que reside 

fuera del país, y por tal motivo, se le desigó curador ad litem, el cual se entiende no 

propuso ninguna excepción. 

6. Surtido el trámite procesal, el cual no aparece reflejado en el sistema SIGLO XXI 

ni en la página de la Rama Judicial, pues ahí solo se registró hasta el emplazamiento, 

el día 22 de noviembre de la anualidad se profirió sentencia, de la cual sólo se enteró 

mi prohijada el día 3 de diciembre, cuando pudo acercarse al despacho y fue 

enterada por parte del señor Secretario de esta situación, pues reitero que, en 

ninguna de las publicaciones efectuadas en la página de la Rama Judicial aparece 

dicha actuación. 

7. A la fecha desconocemos el expediente y el contenido de la decisión, puesto a mi 

procurada no se le permitió tener acceso a la carpeta física que reposa en el Juzgado, 

y pese a que desde el 3 de diciembre se requirió la remisión del link, a la fecha no 

contamos con el mismo. 

 

II. FUNDAMENTOS LEGALES SOBRE LA PROCEDENCIA DE LA 

NULIDAD.- 

1. La presente nulidad se funda en el numeral 3º del artículo 133 del Código 

General del Proceso, que a la letra reza: 

 

“El proceso es nulo, en todo o en parte, solamente en los siguientes casos: 

 

3. Cuando se adelanta después de ocurrida cualquiera de las causales legales 

de interrupción o de suspensión, o si, en estos casos, se reanuda antes de 

la oportunidad debida”. (Destacado es mío). 

 

 

1.1.Nulidad por incumplimiento a lo establecido en el artículo 6 de la Ley 

1561 de 2012, respecto del trámite de Restitución de Tierras. 

 

Pues bien, en el trámite impartido a la demanda presentada por el señor Luis Alberto 

Andrade Luna, no se advirtió que sobre el inmueble La Arabia cursaba una solicitud 

de inclusión en el Registro de Tierras Despojadas y Abandonadas Forzadamente, la 

cual contaba con Resolución de Inicio de Estudio Formal desde antes de que se 

instaurara la demanda. 

 



El artículo 6º de la Ley 1561 de 2012 consagra los requisitos para la aplicación del 

proceso verbal creado por esta normatividad, entre ellos, el siguiente: 

 

“3. Que sobre el inmueble no se adelante proceso de restitución de que trata la Ley 

1448 de 2011 y el Decreto 4829 de 2011, o cualquier otro proceso judicial o administrativo 

tendiente a la reparación o restablecimiento a víctimas de despojo o abandono forzado de 

tierras, o que no se encuentre incluido en el Registro Único de Tierras Despojadas y 

Abandonadas Forzosamente de la Ley 387 de 1997. 

 

La resolución de inicio del estudio formal previsto en el Decreto 4829 de 2011, 

suspende el trámite del proceso de que trata la presente ley, hasta tanto se decida la 

inclusión o no del predio en el Registro Único de Tierras Despojadas o Abandonadas 

Forzosamente.(…)” (Destacado fuera de texto original). 

 

 

Ergo, es claro que al no cumplir con dicho requisito la demanda debió ser 

rechazada7, no obstante, al haber sido admitida el proceso se debió suspender por 

cuanto el trámite de restitución cuenta con Resolución de Inicio de Estudio Formal, 

y por ende, no se pudo haber proferido sentencia. 

 

Respecto de la suspensión del proceso, el artículo 161 del Código General del 

Proceso, determina: 

 

“También se suspenderá el trámite principal del proceso en los demás casos previstos en este 

código o en disposiciones especiales, sin necesidad de decreto del juez. (Destacado es mío). 

 

En este asunto tenemos que, existe una causal legal de suspensión, dispuesta en el 

numeral 3 del artículo 6 de la Ley 1561, la cual no requería decreto del juez, y por tal 

motivo, la sentencia proferida debe ser declarada nula, de conformidad con lo 

preceptuado en el numeral 3 del artículo 133 del CGP. 

 

Indudablemente el juez que conoce de una demanda en el marco de la Ley 1561 debe 

tener certeza en todas las actuaciones, pero en especial al momento de dictar 

sentencia, que no existen solicitudes de restitución de tierras en trámite sobre el 

inmueble objeto del proceso, porque en caso contrario, surge el deber de suspender 

el proceso judicial o su terminación, si el inmueble es incluido en el Registro de 

Tierras Despojadas. 

 

 
7 Dando cumplimiento a lo estipulado en el artículo 13 de la Ley 1561 de 2012 



Ahora bien, quiero llamar la atención del despacho sobre la actuación irregular y 

temeraria del demandante, quien omitió no solo su  obligación legal, sino también 

la lealtad procesal, de manifestarle al juzgador sobre la existencia del trámite de 

restitución de tierras, en el cual él es sujeto activo, contrariando lo establecido en el 

artículo 10 de la Ley 1561 de 2012, haciendo incurrir en error al señor Juez, situación 

que conllevó a la expedición de una sentencia, la cual debe ser anulada y /o 

invalidada. 

 

De igual forma, en el formulario diligenciado por el señor Luis Alberto ante la 

Unidad de Restitución de Tierras, se evidencia que supuestamente tuvo que 

abandonar el predio “La Arabia” en el año 2019, surgiendo la siguiente inquietud      

¿ Si el inmueble fue abandondado por él, entonces cómo cumple los requisitos de la 

posesión quieta, pacífica e ininterrumida?  Es decir que, tampoco suple la exigencia 

contemplada en el numeral 28 del artículo 6 de la Ley 1561 de 2012. 

 

Por último, mi poderdante me ha manifestado que no es cierto que el señor Luis 

Alberto haya realizado actos de señor y dueño en el predio demandado, ya que este 

únicamente contaba con una autorización de su padre para adelantar algunos 

trámites ante unas entidades, la cual fue revocada, asimismo, los pagos de impuestos 

y gastos para las mejoras, los han efectuado los actuales titulares del derecho de 

dominio9. 

 

Ahora bien, con todo el respeto, considero que la órden emitida por el despacho, 

consistente en que la Unidad de Restitución de Tierras, debe informar si el predio 

La Arabia  “se encuentra incluido en el trámite de registro de Tierras Despojadas y 

Abandonadas Forzosamente, de la Unidad de Restitución de Tierras”10  puede generar 

confusión en la respuesta de esta entidad, pues lo que determina la Ley 1561 de 2012, 

es que se debe indagar si se adelanta proceso de restitución respecto del predio que 

se pretende usucapir, no si existe una decisión de fondo en dicho trámite, la cual 

consiste en la inscipción o inclusión en el Registro de Tierras Despojadas. 

Esta advertencia la realizo, pues como reitero, no tenemos acceso al expediente, pero 

dada la confusión en el sentido de la orden, es probable que la Unidad de Restitución 

de Tierras se haya pronunciado de manera erronea y confusa, lo que no le daría 

alcance para que se cumpla el requisito previsto en la ley. 

 
8 Que el demandante posea o haya poseído materialmente el inmueble en forma pública, pacífica e 

ininterrumpida, y por los términos establecidos en la presente ley. 
9 Tal y como se puede extraer de la misma manifestación efectuada por el demandante en declaración 
efectuada el 28 de septiembre de 2021 ante la Unidad de Restitución de Tierras, la cual se anexa. 
10 Numeral 10 ibídem 



Es más, el artículo 9 de la Ley 1561 dispone como uno de los poderes especiales del 

juez “6. Verificar que el inmueble no esté destinado a actividad ilícita, ni se encuentre 

sometido al proceso de restitución de que trata la Ley 1448 de 2011”. 

 

Indudablemente, la Ley 1561 reconoce la prevalencia de la competencia de las 

autoridades establecidas en la Ley 1448 de 2011, y por ello le impone el deber al juez 

que conoce sobre una demanda de titulación de la posesión material verificar la 

existencia de las solicitudes que puedan existir en el marco de la Ley 1448 de 2011.  

 

La inobservancia del requisito establecido por la Ley 1561, de que el inmueble sobre 

el que se pretende la titulación no esté siendo objeto de solicitud de inclusión en el 

Registro de Tierras ante la Unidad de Restitución de Tierras o los Jueces 

Especializados en Restitución de Tierras es de carácter insubsanable y trae como 

consecuencia la nulidad de la sentencia emitida por el despacho.  

 

Teniendo en cuenta todo lo expuesto, es claro que el Juez Promiscuo Municipal de 

Tibú perdió competencia funcional para conocer de la demanda instaurada, la cual 

es improrrogable, es decir que, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 1611 

del Código General del Proceso, el juez no podía dictar válidamente la sentencia, lo 

que conlleva a que dicha decisión sea nula. 

 

Aunado a que, según lo dispuesto en el artículo 13812 del Código General del 

Proceso, el efecto de la falta de competencia funcional, es que se  invalide la 

sentencia. 

 

Al respecto, la Corte Constitucional ha dicho:13 

 

“En estos términos, habrá que concluirse, de manera concordante con varios de los 

intervinientes que, a pesar de que el CGP mantuvo un sistema taxativo de nulidades, la lista 

 
11 “Cuando se declare, de oficio o a petición de parte, la falta de jurisdicción o la falta de competencia por los 

factores subjetivo o funcional, lo actuado conservará validez, salvo la sentencia que se hubiere proferido 

que será nula (…)”(subrayas fuera de texto original). 
12 “Artículo 138. Efectos de la declaración de falta de jurisdicción o competencia y de la nulidad declarada 

Cuando se declare la falta de jurisdicción, o la falta de competencia por el factor funcional o subjetivo, lo actuado 

conservará su validez y el proceso se enviará de inmediato al juez competente; pero si se hubiere dictado 

sentencia, esta se invalidará (…)” (destacado es mío). 
  
13 Sentencia C-537/16 Expediente: D-11271. Magistrado Ponente: ALEJANDRO LINARES CANTILLO 

 



completa no se encuentra de manera exclusiva en el artículo 13614 y la nulidad de la 

sentencia derivada de la incompetencia por los factores subjetivo y funcional, es 

insaneable”. (negrillas fuera de texto original). 

 

“… (iv) el juez incompetente no podrá dictar sentencia y, por lo tanto, la sentencia proferida 

por el juez incompetente deberá ser anulada y el vicio de ésta no es subsanable” 

 

“… si el proceso fue irregular y se desconocieron garantías, existirá un vicio que conducirá 

a la nulidad de la actuación desarrollada. El mantenimiento de la validez de lo actuado, se 

explica además por el carácter instrumental de las formas procesales (del que se deriva la 

prevalencia del derecho sustancial sobre el procesal), el que explica que la nulidad procesal 

solamente se declarará luego de determinar el efecto que produjo la irregularidad frente a las 

resultas del proceso o frente a las garantías de los justiciables”. 

 

 

1.2. Nulidad derivado del incumplimiento a lo establecido en el artículo 6 de 

la Ley 1561 de 2012, respecto del RUPTA. 

 

De igual forma, el referido artículo 6 de la ley 1561 de 2012, establece como requisito 

que el predio  no se encuentre incluido en el Registro Único de Tierras Despojadas y 

Abandonadas Forzosamente de la Ley 387 de 199715.. situación que también se omitió 

por parte del despacho, ya que en el folio de matrícula inmobiliaria No. 260-5162, en 

sus anotaciones 14 y 15 se encuentran inscritas las medidas de protección  de 

“DECLARATORIA DE ZONAS DE INMINENCIA DE RIESGO DE 

DESPLAZAMIENTO Y DE DESPLAZAMIENTO FORZADO DECRETO 2007 DE 

2001 “ y  la medida cautelar de “ABSTENERSE DE INSCRIBIR ENAJENACIONES 

POR DECLARATORIA INMINENCIA DE RIESGO O DESPLAZAMIENTO 

FORZADO DECRETO 2007 DE 2001”,  las cuales están vigentes actualmente, es 

decir, que el predio objeto del proceso se encuentra protegido, de conformidad con 

lo establecido en la Ley 387 de 1997, reglamentada por el Decreto 2007 de 2001, y por 

tal motivo, también es causal de exclusión de admisión de la demanda. 
 

14 También el numeral 1 del artículo 107 del CGP prevé la causal de nulidad de la audiencia o de la 

diligencia en la que no se encuentran presente el juez o los magistrados que componen el órgano 

jurisdiccional competente. Por su parte, el inciso 6 del artículo 121 del CGP prevé que “Será nula de 

pleno derecho la actuación posterior que realice el juez que haya perdido competencia para emitir la respectiva 

providencia”, por el vencimiento de los términos máximos de duración del proceso. Por demás, 

también hay que recordar la nulidad de pleno derecho de las pruebas obtenidas con violación del 

debido proceso, prevista en el inciso final del artículo 29 de la Constitución Política. 
15 Por la cual se adoptan medidas para la prevención del desplazamiento forzado; la atención, 

protección, consolidación y esta estabilización socioeconómica de los desplazados internos por la 

violencia en la República de Colombia. 



 

 

Por lo expuesto, es claro que el predio se encuentra protegido con la medida RUPTA  

en favor de mi procurada y otras personas allí registradas, resaltando que el objeto 

de la misma es impedir la transferencia del derecho de dominio en favor de personas 

víctimas de desplazamiento forzado, como es el caso de mi poderdante. Y su núcleo 

familiar 

 

 “El Registro Único de Predios y Territorios Abandonados (RUPTA) es un instrumento que 

les permite a las personas víctimas de desplazamiento forzado a causa de la violencia, quienes 

se entenderán, para efectos de este Decreto, como beneficiarios, obtener, a través de una 

medida administrativa, la protección jurídica de las relaciones de propiedad, posesión u 

ocupación sobre inmuebles, que hayan dejado abandonados. En el RUPTA se inscribirá al 

solicitante y su relación jurídica con el predio objeto de la medida. Respecto a los 

propietarios, la inscripción en el RUPTA tiene como finalidad impedir el registro de 

actos que impliquen la transferencia del derecho de dominio de los inmuebles rurales 

y urbanos”16,  

 

Ahora bien, es importante aclarale al despacho que  pese a que en la anotación No. 

16 del refrido folio hubo autorización del Comité de Atención de la Población 

Desplazada para enajenar el predio, esto no significa que las medidas de protección 

derivadas de la inscripción en el Rupta hayan sido levantadas. Es decir, el inmueble 

está inscrito en dicho registro, en el cual se protegen los derechos de los actuales 

propietarios, dentro de ellos mi procurada. 

 

Lo anterior, de conformidad con lo dispuesto en el Decreto 640 de 202017 artículo 

2.15.6.1.3., que establece: 

 

(…) Cuando se solicite la cancelación de una medida de protección declarada por los Comités 

enunciados en el inciso anterior y, sobre el predio se hayan producido enajenaciones 

con posterioridad a la adopción de la declaratoria, se considerará como beneficiario 

de la medida al nuevo propietario inscrito en el folio de matrícula inmobiliaria, 

siempre y cuando se constate la existencia de autorización de enajenación concedida 

por el Comité correspondiente, en el periodo que contaba con dicha 

competencia.(destacado es mío). 

 

 
16 Artículo 2.15.6.1.1. del Decreto 640 de 2020. 
17 "Por el cual se adiciona el Título 6 a la Parte 15 del Decreto 1071 de 2015, en lo relacionado con el 

Registro Único de Predios y Territorios Abandonados – Rupta”. 



Por lo expuesto, es calro que no debió darse trámite a la demanda presentada y 

menos aún proferir sentencia, la cual al ser derivada de la incompetencia funcional 

contemplada en el artículo 16 del Código General del Proceso es insaneable, y su 

consecuencia es que esta se invalide, de conformidad con lo establecido en el artículo 

138 ibídem. 

 

1.3.Nulidad por violación Constitucional al debido proceso. 

 

Sumada a las anterioriores causales de nulidad, se encuentra la nulidad de carácter 

constitucional por violación al debido proceso, toda vez que, se falló un proceso por 

un juez que carecía de competencia temporal.  

 

De acuerdo con la Corte Constitucional “las nulidades son irregularidades que se 

presentan en el marco de un proceso, que vulneran el debido proceso y que, por su gravedad, 

el legislador –y excepcionalmente el constituyente– les ha atribuido la consecuencia –

sanción– de invalidar las actuaciones surtidas. A través de su declaración se controla 

entonces la validez de la actuación procesal y se asegura a las partes el derecho constitucional 

al debido proceso”. 18 

III. PROCEDENCIA DE LA SOLICITUD. 

 

Esta nulidad no se encuentra saneada, pues no se presenta ninguno de los 

presupuestos establecidos en el artículo 136 del Código General del Proceso. Así 

mismo, de conformidad con lo estipulado en los artículos 16 y 138 del Código 

General del Proceso, estamos ante causales de nulidad insaneables. 

 

IV. PRUEBAS 

De manera atenta solicito se decreten las siguientes. 

IV.1 Que se allegan con el presente escrito: 

• Copia del formulario de solicitud de inscripción en el Registro de Tierras 

Despojadas y Abandonadas Forzosamente  suscrito por el señor Luis Alberto 

Andrade Luna. 

 
18 Sentencia T-125/10- expediente T-2’448.218- Magistrado Ponente: Dr. JORGE IGNACIO PRETELT 

CHALJUB 

 

  
 



• Copia de diligencias de ampliación de hechos realizada por el señor Luis 

Alberto Andrade Luna ante la Unidad de Restitución de Tierras. 

• Copia del formulario de solicitud de inscripción en el Registro de Tierras 

Despojadas y Abandonadas Forzosamente  presentado por la señora Helena 

Basto y mi procurada Francy Lilibeth Andrade Basto. 

• Copia del oficio DTNC2-202206572 del 14 de octubre de 2022, emitido por la 

Unidad Administrativa Especial de Gestión de Restitución de Tierras. 

• Copia de la autorización realizada por el señor Luis Alberto Andrade Yañez 

a Luis Alberto Andrade Luna, de fecha 26 de mayo de 2017. 

• Copia de revocatoria de dicha autorización, de fecha agosto de 2021. 

 

 

IV.2. Que se oficie a la Unidad Administrativa Especial de Gestión de Restitución de 

Tierras para que: 

 

• Remita copia de la Resolución de Inicio Formal de Estudio RN 02189 del 20 

de octubre de 2021, la cual fue proferida por la Dirección Territorial Norte de 

Santander, dentro del trámite administrativo de inscripción en el Registro de 

Tierras Despojadas que cursa sobre el predio “La Arabia” identificado con el 

folio de matrícula inmobiliaria No. 260-5162. 

 

• Informe el estado actual del trámite admisnistrativo que cursa sobre el predio 

“La Arabia”. 

 

 

V. PRETENSIONES DE LA NULIDAD. 

 

1.-  Comedidamente solicito se declare probada la presente nulidad por la causal 3 

del artículo 133 del CGP., conforme el contenido de este escrito, desde el auto 

admisorio de la demanda. 

2.- En consecuencia, se declare la falta de jurisdicción y competencia funcional lo 

cual conlleva a la nulidad de la sentencia e invalidez de la misma, de conformidad 

con lo establecido en el artículo 16 y 138 del Código General del Proceso, ordenando 

la cancelación de las anotaciones generadas dentro del presente trámite. 

3.- Teniendo en cuenta que no se dan los presupuestos para dar trámite a la demanda 

instaurada, se ordene el rechazo de la misma, para que esta sea remitida a la Unidad 

Administrativa Especial de Gestión de Restitución de Tierras, para lo de su 

competencia. 



 

VI . SOLICITUD COMPULSA DE COPIAS 

 

Se realicen las compulsas de copias que se consideren pertinentes, respecto de las 

irregularidades procesales y falsedades que se adviertan dentro del presente trámite. 

 

Sobre el particular ha de tenerse en cuenta que el demandante es abogado, 

funcionario de la Rama Judicial y conoce las consecuencias penales y disciplinarias 

que puede conllevar el omitir información y hacer incurrir en error a un funcionario 

judicial. 

 

El artículo Artículo 453 del Código Penal, determina: 

 

“Fraude procesal. El que por cualquier medio fraudulento induzca en error a un servidor 

público para obtener sentencia, resolución o acto administrativo contrario a la ley, incurrirá 

en(…).” 

 

VII. ANEXOS 

 

• Las relacionadas en el acápite de pruebas 

• Poder para actuar 

 

VIII. NOTIFICACIONES 

 

Las recibiré en la Cra 13 No. 64-13 de la Ciudad de Bogotá, o en el correo electrónico 

terrajuridicos@gmail.com 

 

Cordialmente, 

 

 
 

CLAUDIA PATRICIA CORREAL MELO 

C.C. No. 52.197.393  de Bogotá 

T.P. No. 111.900 del CSJ 

terrajuridicos@gmail.com 

Tel 3138655946 

mailto:terrajuridicos@gmail.com
mailto:terrajuridicos@gmail.com
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